
 

 

Villavicencio, Meta, Cinco (05) de octubre de dos mil veintiuno (2021).  

 

 

Doctora 

CLAUDIA PATRICIA ALONSO PEREZ 

Magistrada 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DEL META 

Sala mixta 005  

E. S. D.  

 

 

Ref. Contestación acción popular.  

 

MEDIO DE CONTROL: ACCIÓN POPULAR. 

ACCIONANTE: PROCURADURÍA REGIONAL DEL VICHADA. 

ACCIONADO: MUNICIPIO DE CUMARIBO - VICHADA & OTROS.  

RADICADO: 50001233300020210030100 

 

Honorable Señora Magistrada, 

 

SANDRA LUCÍA EUGENIO ZARATE, identificada con la cédula de ciudadanía N° 
52’192.345 expedida en Bogotá D.C, abogada en ejercicio y portadora de la tarjeta 
profesional N° 110.671 del Consejo Superior de la Judicatura, obrando como 
apoderada del MUNICIPIO DE CUMARIBO, según poder debidamente otorgado 
por el representante legal, por medio del presente escrito procedo a dar 
CONTESTACIÓN DE ACCIÓN POPULAR, formulada ante usted por ALVARO 
BERMUDEZ PICON en condición de PROCURADOR REGIONAL DEL VICHADA, 
en los siguientes términos: 

 

I. A LOS HECHOS 

 

PRIMERO: El once (11) de marzo de 2020, la Organización Mundial de la Salud, 
declaró el nuevo COVID-19 como una pandemia. El Gobierno Nacional decretó el 
Estado de Emergencia en todo el territorio nacional, tomando medidas.  

 

Este hecho, es CIERTO, pues través de diferentes decretos, el gobierno nacional 
impartió directrices para afrontar el estado de emergencia sanitaria, económica, 
ecológica y social.  



 

 

 

SEGUNDO: Mediante Circular 017 de 24 de febrero de 2020, se solicita por parte 
de los ministerios nacionales de implementar las medidas necesarias para evitar la 
propagación del contagio y dotar a sus empleados y contratistas con todos los 
implementos de bioseguridad. El Ministerio de Salud y Protección Social emitió la 
Resolución No. 666 de 2020, a través de la cual adoptó un protocolo general de 
bioseguridad para todas las actividades económicas y sociales con excepción del 
sector salud, que está orientada a minimizar los factores que pueden generar la 
transmisión del COVID19. 

 

Es CIERTO, la Resolución No. 666 de 2020 “Por medio de la cual se adopta el 
protocolo general de bioseguridad para mitigar, controlar y realizar el adecuado 
manejo de la pandemia del Coronavirus COVID-19” fue expedida por el Ministerio 
de Salud y Protección Social el día 24 de abril de 2020 para abordar temas 
relacionados con la adopción de protocolos de bioseguridad para tales actividades 
con elementos en común que deben ser atendidos con el fin de prevenir y orientar 
la minimización de factores que puedan generar la transmisión de le enfermedad y 
que deberá ser empleado por los destinatarios del mencionado acto administrativo.  

 

TERCERO: Existe una amenaza latente y la violación de los Derechos 
Fundamentales y Colectivos invocados, por parte de los accionados en contra de los 
detenidos y procesados en la casa cárcel que funge como centro penitenciario de la 
gobernación del vichada, ubicada en el municipio de puerto Carreño en la dirección: 
El bien inmueble se encuentra ubicado en la Dirección carrera 9 con N. 18-01-25c-
18L / Carrera 9 N 10-30-72., teniendo en cuenta que el reporte de presos al día de 
hoy son más de 130 detenidos en un espacio y área total de 496,5 Metros Cuadrados 
donde presentas un estado casi en ruina, donde los contagiados son inevitables por 
el hacinamiento, lo que genera inseguridad, temor para los presos y un trato indigno 
e inhumano. En el mismo orden de ideas, los accionados, vulneraron: La seguridad 
y salubridad públicas , el acceso a una infraestructura de servicios que garantice la 
salubridad pública, el derecho a la seguridad y prevención de desastres previsibles 
técnicamente, la realización de las construcciones, edificaciones y desarrollos 
urbanos respetando las disposiciones jurídicas, de manera ordenada, y dando 
prevalencia al beneficio de la calidad de vida de los habitantes, la moralidad 
administrativa e igualmente son derechos e intereses colectivos los definidos como 
tales en la Constitución, las leyes ordinarias y los tratados de Derecho Internacional 
celebrados por Colombia. Así mismo los accionados, no cumplieron con las 
obligaciones de protección personal para de los detenidos en este centro carcelario, 
en contra del covid-19, establecidas en la Ley 1751 de 2015, Estatutaria del Derecho 
a la Salud, así como las Resoluciones, Circulares y Decretos enunciados en el hecho 
primero, entre otros. Situación demostrada en el alto pico de contagios y el 
inadecuado transporte de detenidos al hospital departamental ya que no existe 
locación de atención en salud en este inmueble. 

 

Frente a este hecho, se puede indicar que corresponde a una afirmación del actor 
que sustenta en la visita técnica realizada por la otrora Procuradora Regional del 
Vichada, visita en la que el Municipio de Cumaribo, no tuvo la oportunidad de 
participar a efectos del desarrollo, cumplimiento de las garantía y obligaciones que 
tiene derivados del artículo  19 de la Ley 65 de 1993, que indica que “los 



 

 

departamentos o municipios que carezcan de sus respectivas cárceles, podrán 
contratar con el Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario, el recibo de sus presos, 
mediante el acuerdo que se consagrará en las cláusulas contractuales, conviniendo 
el reconocimiento que los departamentos o municipios hagan del pago de los 
siguientes servicios y remuneraciones: 

 

a) Fijación de sobresueldos a los empleados del respectivo establecimiento de 
reclusión; 

b) Dotación de los elementos y recursos necesarios para los internos incorporados 
a las cárceles nacionales; 

c) Provisión de alimentación en una cuantía no menor de la señalada por el Instituto 
Nacional Penitenciario y Carcelario para sus internos; 

d) Reparación, adaptación y mantenimiento de los edificios y de sus servicios, si son 
de propiedad de los departamentos o municipios.”. 

 

Teniendo en cuenta lo anterior, esta es la situación en la que se encuentra el 
Municipio de Cumaribo, ya que no dispone de una cárcel propia, sino por el contrario, 
viene suscribiendo convenios interadministrativos con el Municipio de Puerto 
Carreño, para que sea este quien reciba sus presos y como contraprestación, se 
cumple con las obligaciones expuestas en el artículo 19 del Código Penitenciario.  

 

Así mismo, con la documentación aportada por el accionante se tiene que, mediante 
Oficio 100. 3453 expedido por la Gobernación del Vichada, se indicó que la 
administración departamental ha unido esfuerzos con los alcaldes municipales, 
dentro de los cuales se encuentra el alcalde del Municipio de Cumaribo para 
gestionar ante la Dirección General del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario 
INPEC y la Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelarios de Colombia USPEC con 
el fin de lograr la construcción de un establecimiento de reclusión en el 
departamento que permita mejorar la calidad de vida de la población privada de la 
libertad, sin embargo no se han dado los resultados esperados.  

 

 

CUARTO: De igual forma se han presentado contagiados en la Casa cárcel ubicada 
en el municipio de puerto Carreño, evidencia que no funcionaron las medidas de 
bioseguridad propuestas por los responsables, por lo tanto, es necesario que se 
impongan estrictas medidas de bioseguridad para la labor de todos los trabajadores 
y detenidos en este centro carcelario si se puede llamar así sin Covid-19. Que los 
protocolos utilizados para el traslado y tratamiento de los detenidos ya contagiados, 
no se hace bajo estrictas medidas de bioseguridad, como lo sería por ejemplo en 
burbujas o cápsulas. Estos pacientes son transportados caminando, poniendo en 
riesgo la vida de los mismos internos y la comunidad en general y movilizando el 
virus con grave riesgo de propagación. Esta situación de contagio sin control en la 



 

 

casa cárcel, genera un estado de cosas inconstitucionales, respecto de los internos 
de la cárcel que se encuentran expuestos al contagio y quizá a la muerte misma.  

 

Este hecho, corresponde a una afirmación del actor que en este momento procesal 
no tiene un sustento probatorio, y por el contrario dentro del allegado al expediente, 
en la visita realizada y que esta contenida en el oficio No. 0565 de fecha 18 de mayo 
de 2020, suscrito por Luz Anyela Oviedo Rodríguez Procuradora Regional Vichada, 
se puede establecer que del numeral 3 que: 

 

“El Departamento del Vichada aún no registra casos confirmados de Covid-19; no 
obstante, desde la Procuraduría Regional se instó a las autoridades de salud 
territoriales y locales, frente a las acciones y directrices se han impartido en el marco 
de sus competencias, con relación a las pruebas diagnósticas RT- PCR, en el marco 
de las acciones de búsqueda activa, en conglomerados sociales (policía y fuerza 
pública/población privada de la libertad y personal que allí labora / personas mayores 
de 70 años en albergues/personal médico y asistencial/etc), dado que la población 
del departamento supera los 100.000 habitantes y a la fecha solo se han tomado 11 
muestras, (08 NEGATIVAS/03 EN PROCESAMIENTO) de acuerdo a lo registrado en 
el boletín situación actual Covid-19 en el departamento con corte al 18 de mayo de 
2020”.  

 

Así mismo, respecto de los elementos de bioseguridad implementados en la casa 
cárcel indicó: 

 

“ Se ha dispuesto de la entrega de kits de aseo a cada interno, que consta de: 

jabón de baño, papel higiénico, jabón de lavar, crema dental, cepillo dental y 
desodorante en las siguientes fechas 25 de marzo, 28 de marzo,30 de marzo,05 de 
abril, 06 de abril y 22 de abril del 2020.  

 La administración municipal de Puerto Carreño, el Hospital Departamental San 

Juan de Dios y la OIM, han hecho entrega de elementos de bioseguridad.  

 Se les ha brindado charlas de orientación y sensibilización de cómo utilizar estos 

elementos de protección personal por parte de la secretaria de desarrollo social, así 
mismo como hacer el debido y correcto lavado de manos y que deben dar aviso 
oportuno ante cualquier eventualidad con síntomas de malestar general y fiebres 
altas.”. 

 

De donde surge la deficiencia de sustento probatorio en la afirmación porque la 
Procuraduría Regional, reconoce que en el Departamento del Vichada no hay casos 
reportados de COVID-19, por lo que se puede afirmar que los protocolos de 
bioseguridad han sido eficaces y han cumplido la finalidad para lo que han sido 
implementados.  

 

Es importante indicar que, los protocolos de bioseguridad son una forma de limitar, 
de minimizar el riesgo de contagio por concepto de COVID – 19 y otras 
enfermedades, más no con ello, se puede garantizar que no se contagien ya que 



 

 

estamos frente a un hecho de la naturaleza y, por el contrario, en la misma visita se 
determinó que la situación en la casa cárcel si esta controlada y, con las medidas 
pertinentes para conjurar su propagación. De donde se establece que, los internos 
de esta, por esta circunstancia, no se encuentran en un estado de cosas 
inconstitucionales, haciendo referencia a la exposición al contagio y a la muerte 
misma.  

 

QUINTO: El artículo 88 de la constitución política incorporo como derechos 
colectivos, La seguridad y salubridad públicas. El acceso a una infraestructura de 
servicios que garantice la salubridad pública, El derecho a la seguridad y prevención 
de desastres previsibles técnicamente, La realización de las construcciones, 
edificaciones y desarrollos urbanos respetando las disposiciones jurídicas, de manera 
ordenada, y dando prevalencia al beneficio de la calidad de vida de los habitantes, 
la moralidad administrativa. Posteriormente, la ley 472 de 1998, reglamentaria de 
las acciones populares en su artículo 4, reiteró el carácter de derechos colectivos 
que tienen la seguridad y salubridad públicas , El acceso a una infraestructura de 
servicios que garantice la salubridad pública, El derecho a la seguridad y prevención 
de desastres previsibles técnicamente, La realización de las construcciones, 
edificaciones y desarrollos urbanos respetando las disposiciones jurídicas, de manera 
ordenada, y dando prevalencia al beneficio de la calidad de vida de los habitantes, 
la moralidad administrativa. Lo que implica que es susceptible de ser protegida a 
través del ejercicio de las acciones populares. 

 

Frente a este hecho, se tiene que, la argumentación expuesta por el recurrente no 
es constitutiva de una situación fáctica sino por el contrario es una mera enunciación 
normativa que da sustento a la procedencia de la acción popular, constituyendo un 
hecho neutro, es decir, no litigioso y por lo tanto el municipio no se pronunciará de 
fondo, ya que, debe tenerse de presente que el proceso constituye un contexto 
jurídico regulado por normas que ha de confrontarse con la situación en concreto y 
de ella, derivar conclusiones que permitan la resolución del mismo.  

 

SEXTO: En Acta de visita especial realizada al centro de reclusión del municipio de 
Puerto Carreño para verificar condiciones de los presos, en el marco de la 
emergencia económica, social y ecológica con ocasión del covid-19 del día ONCE 
(11) de mayo de 2020, se hizo presente en las instalaciones antes indicadas, la 
Doctora LUZ ANYELA OVIEDO RODRÍGUEZ - Procuradora Regional del Vichada (C), 
con el fin practicar visita al centro carcelario del Municipio de Puerto Carreño, con el 
propósito de verificar las condiciones de salud, la situación de hacinamiento y la 
atención médica que se le está brindando a las personas privadas de la libertad, 
especialmente, aquellas cuya vigilancia de la pena está siendo adelantada por el 
Juzgado Tercero de Ejecución de la Ciudad de Villavicencio. Mostrando en dicha 
visita las condiciones infrahumanas de las personas detenidas y propensas a 
infecciones y enfermedades de cualquier tipo. 

 

En torno a este hecho, es oportuno indicar lo siguiente: 

 



 

 

1. Que, si bien es cierto que Doctora LUZ ANYELA OVIEDO RODRÍGEZ, 
rindió “INFORME VISITA CENTROS DE DETENCIÓN TRANSITORIA”, los días 
once (11) y doce (12) de mayo de 2020, la misma se centró a la Estación de 
Policía de Puerto Carreño “carceleta”, donde se sí practico visita. 
 

2. Es pertinente indicar que, la visita en su mayoría de reproche se hizo al Centro 
de detención transitoria (carceleta - SIJIN) de Puerto Carreño y el material 
aportado fotográficamente que constituye el elemento de juicio que edifico 
las supuestas condiciones infrahumanas de los detenidos, se sustentó en esas 
fotografías mas no en visitas a la cárcel de Puerto Carreño de la cual la 
funcionaria solo se limitó a unas conclusiones donde enunció la situación de 
hacinamiento y situaciones de infraestructura del centro. 

 

Sin embargo, en ningún momento demuestra las condiciones infrahumanas que 
alega, por el contrario, puntualiza una serie de conclusiones que con suma extrañeza 
no se encuentran acreditadas por prueba alguna en el documento.  

 

He de puntualizar que, el Municipio de Cumaribo Vichada no tiene injerencia en las 
obligaciones de administración, custodia, preservación, mejoramiento de la cárcel o 
instituciones de reclusión ubicadas en Puerto Carreño, donde se tiene a la población 
carcelaria del departamento. Además, es de indicar que, el hacinamiento no es algo 
imputable a la administración del municipio de Cumaribo, sino es un hecho derivado 
de: 

 

1. La realización de infracciones penales, cuya sanción es medida intramural.  
2. A la espera de resolver su situación penal, frente a una conducta punible, de 

la cual se considera que puede ser el potencial autor o partícipe. 

 

Todo esto bajo la dirección y orientación de un Juez de la República, que mal haría 
la administración de cuestionar sus determinaciones. Sumado a ello, para que, se 
constituya el estado de cosas inconstitucionales, no basta con un hacinamiento, sino 
además que se demuestre plenamente la violación sistemática de los derechos 
fundamentales. 

 

Además la visita no puntualiza cual es la población que esta a cargo del Juzgado 
Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Villavicencio; y el hecho 
que no exista una enfermería no significa que a la población detenida no se le 
garantice su derecho a la salud, por el contrario en la visita se reconoce que le brinda 
atención oportuna y de mejor calidad, ya que los trasladan al Hospital Departamental 
de Puerto Carreño, y en dicho sitio es donde se toman las medidas suficientes y 
necesarias para evitar el menoscabo en su salud. En ese orden de ideas no se viola 
el derecho a la salud, porque este hace referencia “a la facultad orgánica, funcional, 
tanto física como mental orientada al restablecimiento funcional del ser en 
condiciones de garantizar el restablecimiento de la normalidad funcional del sujeto 
por medio de tratamientos médicos” y quien mejor para determinarlo que un 
funcionario de la salud altamente capacitado para realizarlo, que en este caso 
particular son los doctores del Hospital San Juan de Dios.  



 

 

  

 

SÉPTIMO: La PROCURADURIA – Regional Vichada, en su calidad de parte actora, 
identifico que la gobernación y los municipios de Cumaribo, La Primavera, Santa 
Rosalía y Puerto Carreño entidades accionadas incurrieron en una omisión de la Ley 
65 de 19 de agosto de 1993, al no contar y/o tener edificaciones e infraestructura 
apropiada donde funcionen las cárceles para las personas detenidas 
preventivamente en sus jurisdicciones, considerando que ello, sin duda, es una 
obligación legal que no puede ser opcional y/o facultativa. 

 

Este hecho NO ES CIERTO, porque la Ley 65 de 1993, Código Penitenciario expone 
no obliga a todos los municipios a tener una cárcel, por el contrario, la ley reconoce 
la situación de que hay municipios en Colombia que no cuentan con una cárcel propia 
y es el mismo legislador quien en su artículo 19 da la solución y la orden a esos 
municipios entre ellos, Cumaribo, que no disponen de cárcel para solucionar dicha 
problemática, en la que se indica claramente que se debe hacer un convenio 
administrativo o contratación con el Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario 
INPEC para el recibo de sus detenidos y éstos en contraprestación han de pagar 
unos montos que garanticen: 

 

 

a) Fijación de sobresueldos a los empleados del respectivo establecimiento de 
reclusión; 

 

b) Dotación de los elementos y recursos necesarios para los internos incorporados 
a las cárceles nacionales; 

 

c) Provisión de alimentación en una cuantía no menor de la señalada por el Instituto 
Nacional Penitenciario y Carcelario para sus internos; 

 

d) Reparación, adaptación y mantenimiento de los edificios y de sus servicios, si son 
de propiedad de los departamentos o municipios. 

 

Situación que el Municipio de Cumaribo ha venido cumpliendo con la suscripción de 
anualmente de un Convenio Interadministrativo que se anexa como prueba. 
Demostrando así que esta entidad territorial no ha incurrido en la omisión que 
endilga el respetado Señor Procurador en la acción popular, porque una cosa, es 
que no se dispongan de las instalaciones y otra bien diferente es que el Municipio 
de Cumaribo, no esté cumpliendo con lo preceptuado en la normativa y no aporte 
para el mejoramiento y mantenimiento de quien presta el servicio al momento de 
recibirle a las personas privadas de la libertad, por orden de autoridad judicial 
competente.  

 



 

 

 

OCTAVO: Que para la Procuraduría Regional del Vichada y las entidades accionadas, 
son de público conocimiento los altos índices de hacinamiento presentados en el 
sistema penitenciario de orden nacional, y en especial los que se presenta en el 
centro de reclusión del Vichada: Establecimiento Penitenciario que no reúne las 
condiciones para albergar a más de 130 presos que se encuentran en una casa 
particular. Reclusión de hombres y mujeres. De efectuarse el cumplimiento de las 
obligaciones a cargo de las entidades territoriales y nacionales (Ministerio de Justicia, 
INPEC y USBEC) en relación con la población privada de la libertad, en ejecución de 
una medida de aseguramiento de detención preventiva, los porcentajes de 
hacinamiento se reducirían notablemente, de forma tal que contribuiría en la 
reducción de dicha dificultad del Sistema Penitenciario y Carcelario. 

 

Frente a este hecho, se hace la acotación que el hacinamiento carcelario, no es un 
fenómeno derivado del actuar de la administración, sino por el contrario, es derivado 
de las reglas expuestas en la normativa procesal penal frente a unos criterios de 
seguridad para imponer medidas y penas que involucren la privación de la libertad.  

 

Es de indicar que el Código Penal en gran parte de las sanciones a que se hacen 
acreedores los potenciales infractores, es por medio de la detención privativa de la 
libertad en establecimiento carcelario, por lo que, el hacinamiento deriva por un lado 
de un fenómeno social de criminalidad y por otro, de los mandatos del legislador, 
por lo que de seguir garantizando el cumplimiento los derechos de las personas en 
privación de la libertad, no me garantiza que no exista hacinamiento, por el 
contrario, se puede aumentar, porque son hechos ajenos derivados del proceso 
penal. 

 

NOVENO: Advierte esta Procuraduría Regional, que la omisión administrativa 
denunciada, está exponiendo a los detenidos preventivamente así como a los 
habitantes de la municipalidad de Puerto Carreño, a un latente peligro o amenaza, 
sin justificación alguna aun cuando se invoca la ausencia de recursos en oficios tales 
como: oficio del 27 de julio de 2018 N. 000692 dirigido por la secretaria de gobierno 
y administración del municipio de puerto Carreño donde hace una relación de las 
problemáticas de la cárcel de puerto Carreño a la Procuraduría Regional y donde 
claramente se ventilan las violaciones a los derechos colectivos como el derecho a 
seguridad y salubridad públicas, El derecho a la seguridad y prevención de desastres 
previsibles técnicamente, La realización de las construcciones, edificaciones y 
desarrollos urbanos respetando las disposiciones jurídicas, de manera ordenada y 
dando prevalencia al beneficio de la calidad de vida de los habitantes y La moralidad 
administrativa); toda vez que se trata de una apremiante necesidad para el goce 
efectivo de los derechos humanos y la prevalencia del interés general de todos los 
habitantes de dicho territorio y en este oficio se ve la precariedad de las acciones y 
respuestas omisivas tanto de las administraciones municipales, gubernamentales 
como las nacionales. 

 

Frente a este hecho, se considera que es neutro en relación con el Municipio de 
Cumaribo, teniendo en cuenta que se trata de un informe rendido por la Secretaria 



 

 

de Gobierno y Administración de la Alcaldía de Puerto Carreño de fecha 27 de julio 
de 2018. 

 

DÉCIMO: Ésta agencia del Ministerio Público ha podido verificar que las 
Administraciones Municipales y gubernamental del Departamento del Vichada, no 
tiene dispuesto el espacio para el funcionamiento de las CÁRCELES Y PABELLONES 
DE DETENCIÓN PREVENTIVA en sus jurisdicciones y los municipios como la 
Primavera, Cumaribo y santa Rosalía tienen que acudir al municipio de Puerto 
Carreño para que reciban personal detenido en esas jurisdicciones en la llamada 
casa cárcel ubicada en el municipio de Puerto Carreño, de tal forma que las personas 
que sean detenidas preventivamente, se puedan alojar en un lugar sin hacinamiento, 
con las condiciones mínimas que garanticen la permanencia en condiciones dignas 
y de seguridad. 

 

Este hecho es cierto, lo que no es cierto que el Municipio de Cumaribo, no garantice 
a través de un convenio interadministrativo lo dispuesto en el artículo 19 de la Ley 
65 de 1993. 

 

UNDÉCIMO: Que por Oficio: 0315 Dirigido por la Procurador Regional del Vichada 
al Doctor SERGIO FRANK DOMINGUEZ PRADA Asesor Procuraduría Delegada para 
Defensa Derechos Humanos ASUNTO: INFORME SITUACIÓN CARCELARIA - 
MUNICIPIO DE PUERTO CARREÑO manifiesta “Con el propósito de hacer 
seguimiento a la problemática que se presenta en el Centro Carcelario del Municipio 
de Puerto Carreño Vichada, dada la deficiente situación administrativa e 
infraestructura física que esta evidenciada, aunado a la crítica situación de derechos 
humanos que a nivel general enfrentan las personas privadas de la libertad, dada la 
problemática de hacinamiento que hay en las cárceles de Colombia, por la ausencia 
de una verdadera política criminal, encuentra el despacho que la situación 
presentada en el centro de detención del Municipio de Puerto Carreño Vichada es 
muy grave. 

 

Este hecho es cierto, efectivamente corresponde a un oficio suscrito por el Asesor 
de la Procuraduría delegada para la Defensa de los Derechos Humanos.  

 

DÉCIMO SEGUNDO: Que en Oficio No. 0565 del 18 de mayo de 2020 la 
Procuraduría Regional del Vichada presento informe respecto de las visitas a 
estaciones de Policía, Unidades de Reacción Inmediata – URIS y demás instalaciones 
de detención transitoria, con el fin de establecer el estado en que actualmente se 
encuentran las personas allí detenidas y la implementación de las medidas sanitarias 
correspondientes. 

 

Es importante indicar que este hecho es parcialmente cierto, porque la visita que se 
realizó fue en el Municipio de Puerto Carreño.  

 



 

 

DÉCIMO TERCERO: Que el pasado 30 de Abril del 2021, funcionarios de la Alcaldía 
de Puerto Carreño, Gobernación del Vichada, Juez promiscuo municipal del Municipio 
de Puerto Carreño en acompañamiento como órganos de control como la Personería 
Municipal de puerto Carreño, la Defensoría del Pueblo Regional Vichada, la 
Contraloría General de la Nación y la Procuraduría Regional Vichada, realizaron visita 
en lo pertinente a unas obras impuestas por acción de tutela interpuesta en contra 
de la administración local y gubernamental a la casa que opera como cárcel del 
Departamento del vichada. Obras, que son para mitigar ciertas necesidades de los 
internos, pero que no solventan el problema estructural del inmueble en mención. 
Lo que puede generar en cualquier momento la caída de esta estructura y poner en 
peligro a los 130 detenidos que se encuentran en esta casa cárcel. 

 

Este hecho no es litigioso para el municipio de Cumaribo. 

 

DÉCIMO CUARTO: Lo primero que uno se encuentra al llegar a la casa cárcel es 
una pequeña celda, si así se le puede llamar al sitio que al parecer funcionaba como 
una sala de espera, es un espacio de unos dos metros x dos metros, en los cuales 
se encuentran 2 hombres a escasos 2 pasos de la entrada principal y por cuyo sitio 
tienen que pasar todos los que quieran ingresar a un patio que alberga unos 80 
hombres aproximadamente con entrada a unas cuevas que sirven de habitación, los 
demás les toca dormir en ese patio sin nada que los proteja de la intemperie y en 
hacinamiento, ya que no tiene tejas que los cubran de manera total, incluso muchos 
internos (hombres) permanecen gran parte de su tiempo en este espacio. Así mismo 
se pasa a otro patio saliendo por la entrada principal y entrando por otra puerta que 
da a la calle principal y se entra a un patio más pequeño que el anterior, donde 
permanecen hombres y mujeres aproximadamente unos 40 en las mismas 
condiciones de hacinamiento. Así mismo, estas personas recluidas duermen en el 
pasillo, por cuyas dimensiones es claro que prácticamente duermen unos encima de 
otros. Son unas instalaciones con muy poca ventilación y muy poco iluminado, por 
lo cual el calor supera permanente los 40 Grados, los olores son intensos e 
insoportables, cualquier enfermedad transmisible se propaga inmediatamente, toda 
vez que el contacto entre detenidos es inevitable, dichas condiciones permiten 
fácilmente atentados contra la vida, así como contra la integridad y la vida sexual 
de los internos. 

 

Si bien es cierto el Municipio de Cumaribo, no desconoce la situación de la casa 
cárcel de Puerto Carreño, también lo es que la evidencia probatoria y en especial el 
registro fotográfico allegado por el actor popular, demuestran circunstancias 
completamente diferentes a las narradas en este hecho, sin embargo, la entidad que 
representó no tiene injerencia en decisiones administrativas que corresponden a 
otras entidades, por el contrario contribuye eficazmente aunando esfuerzos 
administrativos y financieros destinados al sostenimiento y funcionamiento de la 
cárcel municipal de Puerto Carreño -Vichada-.  

 

DÉCIMO QUINTO: En la visita, se pudo evidenciar que dicha estadía es una 
TORTURA Y/O TRATO CRUEL, INHUMANO Y DEGRADANTE para todos los que se 
encuentran privados de la libertad en este lugar. Y las condiciones en las que se 
encuentran son lamentables; cuya estadía tan prolongada y las condiciones 



 

 

reseñadas es vulneradora de los Derechos colectivos y los Derechos Humanos de 
manera global: la Salud, la alimentación en condiciones de dignidad, la vida, las 
condiciones de habitabilidad, (higiene y salubridad), el derecho al trabajo, la 
resocialización, el derecho a la educación, a la Visita Conyugal (Derecho a la libertad 
sexual y reproductiva) y otros más, donde confluyen los derechos colectivos y 
Derechos fundamentales. 

 

Frente a este hecho, es importante indicar que las conclusiones de la visita, no deriva 
la afirmación realizada por el actor popular, las mismas difieren sustancialmente de 
su manifestación, así: 

 

 

 

 

Y el registro fotográfico tampoco demuestra tal situación, por el contrario, evidencia 
unas condiciones diferentes y que no pueden ser calificadas como un trato cruel y 
inhumano.  

 

 

DÉCIMO SEXTO: Se percibe en esta visita a simple vista que la casa cárcel del 
departamento del vichada de Reclusos ( hombre y mujeres ) que habitan la casa, 



 

 

donde se usa como establecimiento Penitenciario y Carcelario sin ninguna seguridad, 
se encuentra en condiciones de hacinamiento, sufren problemas de salubridad, a 
causa de fugas de agua en las unidades de baterías sanitarias, tienen graves 
inconvenientes de humedad en sus celdas, enfrentan las fallas del viejo sistema 
eléctrico de la casa que es utilizada como establecimiento carcelario para todo el 
departamento que no funciona con normalidad, lo que impide a los reclusos, leer y 
estudiar para resocializarse y cumplir con las obligaciones para redimir sus penas. 
Así mismo la situación de hacinamiento en la casa que se tiene como centro 
carcelario del Departamento del Vichada como único, transgrede el derecho colectivo 
al medio ambiente sano, por cuanto la comunidad carcelaria reside en un entorno 
que no dispone de la capacidad para albergar a todos los miembros. Que el 
hacinamiento experimentado en esta casa de reclusión había aumentado los hechos 
de violencia que se producían en su interior y los riesgos de amotinamiento e 
incendios. 

 

Este hecho, corresponde a una afirmación del actor que deberá ser acreditada en el 
curso de la acción popular.  

 

FRENTE A LAS PRETENSIONES 

 

Frente a las pretensiones de la acción popular, el Municipio de Cumaribo, se opone 
a la prosperidad de las mismas, teniendo en cuenta que el actor popular indica como 
violados los derechos e intereses colectivos definidos en el artículo 4 de la ley 472 
de 1998, así: g) La seguridad y salubridad públicas h) El acceso a una infraestructura 
de servicios que garantice la salubridad pública m) La realización de las 
construcciones, edificaciones y desarrollos urbanos respetando las disposiciones 
jurídicas, de manera ordenada, y dando prevalencia al beneficio de la calidad de 
vida de los habitantes b) la moral administrativa, sin embargo no expone por medio 
de los hechos, cuales son de manera clara y precisa como se violan esos derechos 
e intereses colectivos, por el Municipio que represento, por el contrario, el actor hace 
una generalización en donde no diferencia la situación en concreto de cada uno de 
los intervinientes, sino por el contrario indica de acuerdo a visitas técnica el estado 
de la casa cárcel y de los lugares de detención preventiva de los privados de la 
libertad, sin explicar en que consiste puntualmente la violación del derecho e interés 
colectivo, incurriendo en una contradicción entre algunos de sus hechos y el material 
probatorio, como se indica en esta contestación. 

 

Es necesario resaltar que de la pretensión no individualiza puntualmente que espera 
obtener de cada una de las entidades y como estas han de conjurar la presunta 
situación irregular derivada del estado de la casa cárcel, en lo que respecta a la 
pretensión primera; en torno a la pretensión segunda hace referencia a una situación 
que el municipio de Cumaribo cumple, porque con el convenio interadministrativo 
suscrito los aportes, se destinan al sostenimiento, mantenimiento y mejoramiento 
de la institución carcelaria.  

 

 

 



 

 

RAZONES DE DEFENSA 

 

I. Falta de Legitimación en la causa por pasiva del Municipio de 
Cumaribo  

 

Conforme a las competencias del Municipio, se determinará si aquél intervino activa 
o pasivamente en la vulneración de los derechos colectivos indicados por el actor 
popular. Para tal propósito es imperioso delimitar el concepto de legitimación en la 
causa por pasiva.  

 

Por legitimación en la causa por pasiva puede entenderse “la que tiene el 
demandado en cuanto titular deber jurídico sustancial de la prestación de dar, hacer, 
o no hacer con respecto al demandante”1. En este contexto, la legitimación por 
pasiva se refiere a “la aptitud legal que tiene la persona contra quien se dirige la 
solicitud de amparo y está llamada a responder por la vulneración o amenaza de los 
derechos fundamentales cuando resulte demostrado en el proceso”. 

 

De estas definiciones se resaltan los siguientes elementos:  

 

A. El demandado debe ser el titular del deber jurídico de una prestación que 
puede ser de dar, hacer o no hacer. En el caso en concreto, el accionante 
reclama una prestación de hacer (la implementación de una cárcel en 
municipio de Cumaribo). Y,  

B. Que el demandado tenga la aptitud legal de responder por la vulneración 
de los derechos colectivos. 

 

A partir de la legitimación por pasiva se puede determinar si es el Municipio de 
Cumaribo quien tiene la aptitud legal de responder por la presunta vulneración de los 
derechos colectivos indicados por el actor. El punto central de la legitimación está en 
el deber jurídico sustancial y en su titularidad. De este modo, debe determinarse la 
fuente normativa que consagra los deberes jurídicos sustanciales y los titulares la 
implementación de políticas públicas que regulen la realización de las construcciones, 
edificaciones y desarrollos urbanos respetando las disposiciones jurídicas, de manera 
ordenada, y dando prevalencia al beneficio de la calidad de vida de los habitantes. 

 

Las fuentes aplicables están en la Constitución Política de nuestro país, el artículo 9 
de la Ley 489 de 1998 y el Decreto 087 de 2011, las cuales determinan las funciones 
del Ministerio de transporte e indican que este tiene la función de “Formular las 
políticas del Gobierno Nacional en materia de tránsito, transporte y la infraestructura 
de los modos de su competencia; Formular la regulación económica en materia de 
tránsito, transporte e infraestructura para todos los modos de transporte; Establecer 
las disposiciones que propendan por la integración y el fortalecimiento de los 
servicios de transporte”. Por otro lado, tenemos que, El Ministerio de Tecnologías de 

                                                           
1 RICO, L. (2019). TEORÍA GENERAL DEL PROCESO. (p.632). Ed. Tirant lo Blanch.   



 

 

la Información y las Comunicaciones (referido por el accionante como Ministerio de 
Telecomunicaciones), según la Ley 1341 o Ley de TIC, es la entidad que se encarga 
de diseñar, adoptar y promover las políticas, planes, programas y proyectos del 
sector de las Tecnologías de la Información y las Comunicaciones. Dentro de sus 
funciones está incrementar y facilitar el acceso de todos los habitantes del territorio 
nacional a las Tecnologías de la Información y las Comunicaciones y a sus beneficios. 
Por último, tenemos que, la misión del Ministerio de trabajo se enfoca en Formular, 
adoptar y orientar la política pública en materia laboral que contribuya a mejorar la 
calidad de vida de los colombianos, para garantizar el derecho al trabajo decente, 
mediante la identificación e implementación de estrategias de generación y 
formalización del empleo; respeto a los derechos fundamentales del trabajo. 

 

De esta forma, se puede establecer que los órganos competentes para pronunciarse al 
respecto de políticas públicas de interés nacional son el Ministerio del Interior, el 
Ministerio de Justicia y del Derecho, el Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario -
INPEC-, la Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelarios – USPC-.  

 

Esta falta de legitimación en la causa, se solidifica cuando dichas entidades, 
suscribieron el Convenio Marco Interadministrativo con recursos del Fondo Nacional de 
Seguridad y Convivencia Ciudadana – FONSECON, que busca generar alternativas para 
auspiciar programas y proyectos que sean presentados por entidades del orden 
territorial y que estén relacionados con la construcción de centros de detención 
transitoria. La financiación de estos proyectos es conjunta, de manera que, el 50% del 
valor sería asumido por FONSECON y el 50% restante, estaría a cargo de las entidades 
territoriales proponentes, quienes, desde sus respectivas competencias, pueden 
adelantar la coordinación, articulación e implementación de estrategias para atender la 
actual situación que atraviesan diferentes entes territoriales en la atención de la 
población sindicada a su cargo. De este modo, el Municipio se opone a que prospere 
la pretensión del accionante. 

 

Ahora bien, según las reglas de la teoría general del proceso la legitimación en la causa 
no es condición de la acción sino requisito del éxito de la pretensión. En ese sentido, 
el Municipio encuentra que la falta de legitimación por pasiva fundamentará el petitum 
según el cual se solicita la no vinculación de la Alcaldía Municipal de Cumaribo (Vichada) 
al problema jurídico que suscita la acción popular, toda vez que quien debe garantizar 
lo solicitado es el MINISTERIO DEL INTERIOR Y DE JUSTICIA, el ESTABLECIMIENTO 
PENITENCIARIO Y CARCELARIO -INPEC-, la UNIDAD DE SERVICIOS PENITENCIARIOS 
Y CARCELARIOS -USPC-. Es decir, la consecuencia jurídica de no tener legitimación en 
la causa por pasiva es el no éxito de las pretensiones de la acción popular. 

 

II. INEXISTENCIA DE OBLIGACIONES A CARGO DEL  MUNICIPIO DE 
CUMARBO -VICHADA- 

 

Ahora bien, en caso de que el Honorable Despacho de la Señora Magistrada Ponente, 
no comparta la tesis del Municipio de Cumaribo, en torno a declarar probada la 
excepción de falta de legitimación en la causa, como se indicó en la contestación de 
los hechos, es claro que el Municipio que represento, si ha dado cumplimiento a las 



 

 

obligaciones derivadas de la Ley 65 de 1993, atendiendo a que, ante la circunstancia 
de no disponer de un lugar de reclusión preventiva para personas privadas de la libertad 
por orden de autoridad competente, si dispone dentro de sus partidas presupuestales 
un rubro tendiente a cubrir y garantizar, lo necesario para el cumplimiento del traslado, 
manutención y garantía de las personas privadas de la libertad, es por eso que haciendo 
uso del artículo 19 de la Ley 65 de 1993, celebra convenios interadministrativos con el 
Municipio de Puerto Carreño. 

 

La norma antes mencionada señala que “los departamentos o municipios que carezcan 
de sus respectivas cárceles podrán contratar con el Instituto Nacional Penitenciario y 
Carcelario, el recibo de sus presos, mediante el acuerdo que se consagra en las 
cláusulas contractuales, conviniendo el reconocimiento que el departamento y 
municipios hagan del pago de los siguientes servicios y remuneraciones: 

 

a. Fijación de sobresueldos a los empleados del respectivo establecimiento de 
reclusión; 

b. Dotación de los elementos y recursos necesarios para los internos incorporados 
a las cárceles nacionales; 

c. Provisión de alimentación en una cuantía no menor de la señalada por el 
Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario para sus internos; 

d. Reparación, adaptación y mantenimiento de los edificios y de sus servicios, si 
son de propiedad de los departamentos o municipios.”.  

 

En este orden de ideas, al suscribir el convenio interadministrativo el Municipio de 
Cumaribo, garantiza los derechos fundamentales y/o colectivos de las personas que 
han de ser privadas de su libertad y reconoce dineros adicionales para las nuevas 
cargas que implica la asunción de estos nuevos presos.  

 

Es de resaltar que, con esto está lejos de vulnerar los derechos colectivos invocados, 
ya que, con ello se garantiza el sostenimiento de las cárceles, de las personas detenidas 
y del personal quien esta a cargos de los reclusos, sin embargo, se coloca de presente 
que quien tiene la potestad material de la cárcel es el Municipio de Puerto Carreño 
quien administra y dispone de todas las medidas necesarias para el establecimiento 
carcelario.  

 

El municipio de Cumaribo con la suscripción del convenio interadministrativo no ha 
dejado a su suerte a sus reclusos y mucho menos ha querido quebrantar derechos 
colectivos, por el contrario, siempre ha actuado de buena fe y garantizando condiciones 
de vida digna en el penal. Es por ello, que si bien no tiene la administración, 
mantenimiento y custodia de la cárcel si ha garantizado que los ciudadanos sindicados 
que se encuentren cumpliendo medidas de aseguramiento si se les garanticen unas 
condiciones de vida digna de donde se establece el mandato constitucional y legal, sino 
las directrices fijadas por la Procuraduría General de la Nación, en la Directiva No. 002 
del 7 de julio de 2016. 

  



 

 

Bajo ese escenario debe indicarse que el Municipio de Cumaribo, sin tener la 
administración material del centro de reclusión, si garantiza el mantenimiento y 
sostenimiento de la cárcel Municipal de Puerto Carreño Vichada, al punto tal que año 
por año invita al mencionado municipio a presentar oferta para “AUNAR ESFUERZOS 
ADMINISTRATIVOS Y FINANCIEROS DESTINADOS AL SOSTENIMIENTO Y 
FUNCIONAMIENTO DE LA CÁRCEL MUNICIPAL DE PUERTO CARREÑO –VICHADA”-, 
con el propósito de cumplir y ejecutar las siguientes actividades: 

 

“1. Destinar los aportes del presente convenio única y exclusivamente para dar 
cabal cumplimiento al objeto del presente convenio. 
2.Rendir a solicitud del supervisor del convenio, informes detallados sobre las 
estadísticas o censo poblacional referente a los reclusos del municipio de 
Cumaribo, su situación jurídica y demás circunstancias asociadas a hacer un 
seguimiento a la garantía de los derechos de los mismos. 
3. Rendir un informe pormenorizado de la inversión de los recursos ante la 
ALCALDÍA DE CUMARIBO. 
4. Reintegrar a la ALCALDÍA DE CUMARIBO los recursos que no fueren 
ejecutados de acuerdo al objeto del presente convenio. 
5. Destinar los aportes girados única y exclusivamente para el funcionamiento y 
sostenimiento del Centro de Reclusión donde se incluya la administración, 
dirección, alimentación, vigilancia y seguridad privada, dotación de elementos 
de aseo, mantenimiento y/o adecuación de infraestructura y transporte de 
internos condenados junto con sus custodios.”. 

 

Y la administración municipal por medio del convenio 134 del cinco (5) de marzo de 
2021, destina un rubro de DOS CIENTOS DIEZ MILLONES DE PESOS 
($210.000.000.00), para garantizar la vida digna, la integridad física, alimentación 
adecuada y la resocialización de quienes han sido cobijados con una situación penal de 
manera preventiva o definitiva.  

 

Es por ello que, el Municipio de Cumaribo, debe oponerse a las pretensiones de la 
acción popular, ya que, se menciona por el actor popular que uno de los derechos 
colectivos violados es a la seguridad y salubridad pública, situación que la cárcel de 
Puerto Carreño, si cumple, porque es de colocar de presente que se cumplen los 
protocolos de bioseguridad contra el covid – 19, a los enfermos del centro de reclusión 
se les garantiza su derecho a la salud por medio de Hospital, y no por un enfermero, 
siendo esto un elemento a destacar pues es un profesional altamente calificado e 
idóneo que da un dictamen médico, tendiente a la recuperación y buen estado de salud 
de los reclusos; frente a las condiciones alimenticias el Municipio de Cumaribo, ha 
constatado que a los presos no se les ha dejado en estado de abandono por la 
alimentación, por el contrario, su plan de nutrición es balanceado y adecuado.  

 

Del material probatorio allegado por el accionante, en especial de la visita realizada por 
la Procuraduría Regional del Vichada, se puede constatar que hay cumplimiento de las 
reglas mínimas para el tratamiento de los reclusos, estas reglas mínimas están 
consagradas en decisiones de la Honorable Corte Constitucional, T-851 de 2004 MP. 
Dr. Manuel Cepeda Espinosa, así: 

 



 

 

1. Los privados de la libertad, tienen prendas apropiadas para el clima y suficientes 
para garantizar la buena salud. 

2. Las instalaciones sanitarias están limpias y aseadas, por lo que los reclusos 
cuentan con la higiene, ventilación y elementos necesarios para hacer sus 
necesidades 

3. No se encuentran en un estado degradante o humillante. 
4. La alimentación es de buena calidad, bien preparada y servida y su valor 

nutritivo es suficiente para el mantenimiento de la salud y de sus fuerzas. 
5. Se les provee del servicio de agua potable cuando lo necesitan 
6. Cuentan con elementos de bioseguridad. 
7. Tienen un ambiente sano para las visitas respectivas. 

 

 

 



 

 

 

 



 

 

 

 



 

 

 

 

El cumplimiento de estas medidas genera que no se pueda predicar una situación lesiva 
de los derechos colectivos de las personas privadas de la libertad, sin embargo, se 
equivoca el actor popular en pretender hacer extensivos los efectos de una orden de 
tutela que impuso la obligación de adecuar la casa cárcel de Puerto Carreño, a 
entidades territoriales vinculadas a esta acción popular que no tienen la disposición 
material para dichas realizar dichas adecuaciones. Además, la sentencia T-025 de 2004, 
que enumera factores cuando existen cosas de cosas inconstitucionales, refiere: 

 

“(…) 2. La prolongada omisión de las autoridades en el cumplimiento de sus 
obligaciones para garantizar los derechos. 

 

4.La no expedición de medidas legislativas, administrativas o presupuestales necesarias 
para evitar la vulneración de los derechos (…)”. 

 

Siendo estos elementos factores para determinar la existencia o no de un estado de 
cosas inconstitucionales, es preciso indicar que el municipio de Cumaribo Vichada, no 
ha omitido el cumplimiento de sus obligaciones para garantizar los derechos colectivos 



 

 

de las personas privadas de la libertad y como consecuencia de ello, no ha generado 
la vulneración masiva y generalizada de los derechos colectivos de la población privada 
de la libertad. Por el contrario, siempre ha tomado las medidas administrativas y 
presupuestales tendientes a evitar su desconocimiento y vulneración, trabajando en 
conjunto con las demás autoridades públicas para la garantía de los derechos, por lo 
que con ello, hay lugar a concluir la inexistencia de las obligaciones del Municipio de 
Cumaribo, en relación con la población privada de la libertad.  

 

Solidifica aun más lo anterior el hecho que: 

 

1. En el municipio de Cumaribo, se realice año por año invitación pública para 
presentar ofertas para el sostenimiento de la cárcel Municipal de Puerto Carreño 
Vichada. 

 

 

 

 
 

2. El municipio de Puerto Carreño, ha presentado propuesta para el mantenimiento 
y sostenimiento de la cárcel Municipal de Puerto Carreño Vichada. 
 

 



 

 

 

 
 

3. Se suscribe convenio interadministrativo que tiene por objeto “aunar esfuerzos 
administrativos y financieros destinados al sostenimiento y funcionamiento de 
la cárcel municipal de Puerto Carreño Vichada.”. 
 

 

 
 

4. Dentro del Plan de Desarrollo Municipal, existe una línea estratégica para realizar 
el convenio anual con institucionales carcelarios y penitenciarios.  

 



 

 

 

 

5. En la supervisión del convenio interadministrativo se han dejado constancia de 
las actividades realizadas, conforme a los informes presentados, dándose 
cumplimiento a los compromisos establecidos. 

 

Por lo anterior, es claro que el Municipio de Cumaribo ha venido cumplido con las 
obligaciones fijadas por la ley. 

 

VI. PETICIÓN 

 

Respetuosamente, le solicito al Honorable Magistrada Ponente, se sirva DECLARAR 

la falta de legitimación en la causa por pasiva por parte del MUNICIPIO DE 

CUMARIBO y DENEGAR las pretensiones de la ACCION POPULAR. 

 

VII. PRUEBAS 

 

Con el propósito de desvirtuar los hechos constitutivos de la acción popular, me 

permito allegar los siguientes documentos: 

 

1. Estudio previo para suscribir convenio interadministrativo No. 141 del cuatro 

(4) de marzo de 2021, en diez (10) folios.  



 

 

2. Acta No. 01 realizada el día 29 de enero de 2021, en donde se reúnen los 

representantes legales de las entidades territoriales, con el propósito de aunar 

esfuerzos para suscribir el convenio de la cárcel municipal, en (14) folios. 

3. Acta No. 02 llevaba a cabo el 29 de julio de 2021, en Oficina de la Secretaría 

de Gobierno del municipio de Puerto Carreño, en donde se determinaron los 

compromisos económicos asumidos por los entes territoriales y en especial 

por el municipio de Cumaribo frente al tema de la casa cárcel en el municipio 

de Puerto Carreño, en nueve (09) folios.  

4. Invitación para presentar propuesta para aunar esfuerzos administrativos 

para el sostenimiento de la Cárcel Municipal de Puerto Carreño, en tres (3) 

folios.  

5. Propuesta mantenimiento y sostenimiento de la cárcel municipal de Puerto 

Carreño Vichada, presentada por la alcaldía de Puerto Carreño, en tres (3) 

folios.  

6. Convenio interadministrativo No. 134 del cinco (5) marzo de 2021, que tiene 

por objeto “aunar esfuerzos administrativos y financieros destinados al 

sostenimiento y funcionamiento de la cárcel municipal de Puerto Carreño -

Vichada-, por valor de DOSCIENTOS DIEZ MILLONES DE PESOS 

($210.000.000.00), en seis (6) folios. 

7. Informes de la ejecución de las actividades realizados por el Municipio de 

Puerto Carreño. 

8. Informes de supervisión del convenio realizado por la supervisora del mismo, 

en nueve (9) folios. 

 

VIII. ANEXOS 

 

Los enunciados en el acápite de pruebas y el poder para representar al municipio 

cumpliendo los requisitos establecidos en el Decreto 806 de 2020.  

 

IX. NOTIFICACIONES  

 

El Municipio de Cumaribo – Vichada, recibe notificaciones a través de su correo de 

notificaciones judiciales: juridica@cumaribo-vichada.gov.co 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

De la Honorable Magistrada Ponente, con el debido y acostumbrado respeto. 

 

 

Atentamente,  

 

 

 

 

SANDRA LUCIA EUGENIO ZARATE 

C.C. No. 52.192.345 de Bogotá 

T.P. No. 110.671 del C.S. de la J. 












































































































































